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RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 21, 

FRACCIÓN V, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, QUE PERMITE LA SUSPENSIÓN TEMPORAL EN EL 

EMPLEO Y LA RETENCIÓN DE PERCEPCIONES, DEBE INTERPRETARSE EN EL SENTIDO DE QUE EL 

ÓRGANO INTERNO DE CONTROL PREVENDRÁ UN INGRESO MÍNIMO PARA LA SUBSISTENCIA DEL 

SERVIDOR PÚBLICO DURANTE EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO, HASTA EN TANTO NO SE DICTE 

LA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA QUE DETERMINE AQUÉLLAS. 

 

En concordancia con los principios de presunción de inocencia y derecho al mínimo vital, previstos 

en los artículos 1o., 3o., 4o., 6o., 13, 14, 16, 17, 27, 31 y 123 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

que potencializan significativamente la protección de la dignidad humana, se llega a la convicción 

de que el artículo 21, fracción V, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 

Servidores Públicos, en cuanto permite la suspensión temporal en el empleo y la retención de las 

percepciones del servidor público que es investigado, resulta conforme con el texto de la Norma 

Fundamental, particularmente con su artículo 113, siempre y cuando se interprete en el sentido de 

que la autoridad administrativa sancionadora contemple en el acuerdo de inicio del procedimiento 

de responsabilidades, el pago de una cantidad equivalente al salario o ingreso mínimo de 

subsistencia, esto es, desde el momento en que el servidor público es notificado del inicio del 

procedimiento de responsabilidad y suspendido en sus labores, así como en el pago de sus 

emolumentos, durante el periodo en que se lleven a cabo las investigaciones respectivas y hasta en 

tanto la autoridad no dicte resolución administrativa en la que determine su responsabilidad y 

destitución del cargo. En esa virtud, la autoridad instructora debe garantizar el derecho a un ingreso 

mínimo para la subsistencia del presunto responsable; de ahí que en forma simultánea, habrá de 

determinar la cantidad que le otorgará para cubrir sus necesidades básicas de alimentación, vestido, 

vivienda, salud, entre otras, cantidad que deberá ser equivalente al 30% de su ingreso real y nunca 

inferior al salario tabular más bajo que se cubra en la institución en la que laboraba el servidor 

público al decretarse la suspensión y que deberá cubrirse hasta en tanto se dicte resolución 

administrativa en el procedimiento de origen en el que se determine su responsabilidad y se le 



destituya del cargo de manera definitiva, momento en el cual, al haber sido desvinculado de la 

institución, puede buscar otra fuente de ingresos. 

 

Amparo en revisión 652/2014. J. Jesús Escobar Celis. 28 de enero de 2015. Cuatro votos de los 

Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 

y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco 

González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado. 

 

Nota: Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 311/2015, pendiente de 

resolverse por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de abril de 2015 a las 9:30 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE PRINCIPIO ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO 

ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, CON MATICES O MODULACIONES. 

 

El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada P. XXXV/2002, 

sostuvo que, de la interpretación armónica y sistemática de los artículos 14, párrafo segundo, 16, 

párrafo primero, 19, párrafo primero, 21, párrafo primero y 102, apartado A, párrafo segundo, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la reforma publicada 

en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008), deriva implícitamente el principio de 

presunción de inocencia; el cual se contiene de modo expreso en los diversos artículos 8, numeral 

2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 2, del Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos; de ahí que, al ser acordes dichos preceptos -porque tienden a 

especificar y a hacer efectiva la presunción de inocencia-, deben interpretarse de modo sistemático, 

a fin de hacer valer para los gobernados la interpretación más favorable que permita una mejor 

impartición de justicia de conformidad con el numeral 1o. constitucional. Ahora bien, uno de los 

principios rectores del derecho, que debe ser aplicable en todos los procedimientos de cuyo 

resultado pudiera derivar alguna pena o sanción como resultado de la facultad punitiva del Estado, 

es el de presunción de inocencia como derecho fundamental de toda persona, aplicable y 

reconocible a quienes pudiesen estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador y, 

en consecuencia, soportar el poder correctivo del Estado, a través de autoridad competente. En ese 

sentido, el principio de presunción de inocencia es aplicable al procedimiento administrativo 

sancionador -con matices o modulaciones, según el caso- debido a su naturaleza gravosa, por la 

calidad de inocente de la persona que debe reconocérsele en todo procedimiento de cuyo resultado 

pudiera surgir una pena o sanción cuya consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la carga de 

la prueba a la autoridad, en atención al derecho al debido proceso. 

 

Contradicción de tesis 200/2013. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 28 de enero de 2014. Mayoría de nueve votos de los 



Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, 

José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 

Sergio A. Valls Hernández, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Juan N. Silva Meza; votaron en 

contra: Luis María Aguilar Morales y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 

Villegas. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

Tesis 1a. XCIII/2013 (10a.), de rubro: "PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. LA APLICACIÓN DE ESTE 

DERECHO A LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS SANCIONADORES DEBE REALIZARSE CON LAS 

MODULACIONES NECESARIAS PARA SER COMPATIBLE CON EL CONTEXTO AL QUE SE PRETENDE 

APLICAR.", aprobada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y publicada 

en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 1, abril de 

2013, página 968, 

 

Tesis 1a. XCVII/2013 (10a.), de rubro: "PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. EL ARTÍCULO 61 DE LA LEY DE 

FISCALIZACIÓN SUPERIOR DEL ESTADO DE MORELOS, NO VULNERA ESTE DERECHO EN SUS 

VERTIENTES DE REGLA DE TRATAMIENTO, REGLA PROBATORIA Y ESTÁNDAR DE PRUEBA.", aprobada 

por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y publicada en el Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 1, abril de 2013, página 967, 

 

Tesis 2a. XC/2012 (10a.), de rubro: "PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. CONSTITUYE UN PRINCIPIO 

CONSTITUCIONAL APLICABLE EXCLUSIVAMENTE EN EL PROCEDIMIENTO PENAL.", aprobada por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y publicada en el Semanario Judicial de 

la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 2, enero de 2013, página 1687, y 

 

Tesis 2a. XCI/2012 (10a.), de rubro: "PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. NO ES UN PRINCIPIO APLICABLE 

EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR.", aprobada por la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 2, enero de 2013, página 1688. 

 

El Tribunal Pleno, el veintiséis de mayo en curso, aprobó, con el número 43/2014 (10a.), la tesis 

jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a veintiséis de mayo de dos mil catorce. 

 

Nota: La tesis aislada P. XXXV/2002 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, agosto de 2002, página 14, con el rubro: 



"PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. EL PRINCIPIO RELATIVO SE CONTIENE DE MANERA IMPLÍCITA EN LA 

CONSTITUCIÓN FEDERAL." 

 

Esta tesis se publicó el viernes 6 de junio de 2014 a las 12:30 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de junio de 2014, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. SE ACTUALIZA RESPECTO DE 

QUIEN ACTÚE EN SUPLENCIA POR AUSENCIA DE OTRO. 

 

El hecho de que un servidor público actúe en suplencia por ausencia de otro, no lo exime de incurrir 

en responsabilidad administrativa, pues al firmar o dictar el acto administrativo, debe cuidar que se 

ajuste a las disposiciones normativas aplicables al caso, a fin de salvaguardar los principios de 

legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que rigen en el servicio público; sin que pueda 

atribuirse esa responsabilidad al servidor público suplido, ya que, con independencia de que cuenta 

originalmente con las facultades ejercidas por el suplente, no tiene intervención en el acto de que 

se trate, sino que, como se apuntó, le es imputable plenamente a éste. 

 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 275/2014. 

Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de la Función Pública. 12 de septiembre 

de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Gabriela Rolón Montaño. Secretaria: Jeny Jahaira 

Santana Albor. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 12 de diciembre de 2014 a las 9:35 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 
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RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA OMISIÓN DE 

CUMPLIMIENTO DE UNA DISPOSICIÓN LEGAL NO GENERA, PER SE, LA DEFICIENCIA EN EL SERVICIO 

QUE CONSIGNAN LOS ARTÍCULOS 7 Y 8, FRACCIONES I Y XXIV, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, PUES 

EN EL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR DEBE ACREDITARSE EL PERJUICIO A LA COLECTIVIDAD. 

 

El principio de tipicidad es extensivo a las infracciones y sanciones administrativas; implica que, si 

cierta disposición establece una conducta generadora de responsabilidad administrativa, dicho 

actuar del servidor público debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente 

establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía ni por mayoría de razón. Así, al analizar la 

legalidad de una resolución administrativa que finca esa responsabilidad, corresponde verificar si la 

determinación se adecua con exactitud a la hipótesis jurídica con base en la cual se sanciona al 

servidor público. En ese orden de ideas, la omisión, por una ocasión, de cumplimiento de una 

disposición legal no genera, per se, la deficiencia en el servicio que consignan los artículos 7 y 8, 

fracciones I y XXIV, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 

Públicos, en tanto que el servicio público está dirigido a la colectividad y la deficiencia en su 

prestación implicará un agravio a ésta. Lo que se explica al considerar que los servidores públicos 

están obligados a observar, en todo momento, las disposiciones que rigen su proceder, entre éstas, 

el numeral referido en segundo término, pero dicha norma persigue, ante todo, que el servicio 

público no se vea interrumpido, que no se genere deficiencia y no exista ejercicio indebido en el 

cargo o comisión. Por tal motivo, se torna indispensable acreditar en el procedimiento sancionador, 

no sólo la infracción de una norma sino, además, las consecuencias generadas por ésta, es decir, si 

por el actuar de la autoridad, el servicio dejó de prestarse, se vio suspendido injustificadamente, o 

bien, aun prestándose, la colectividad resintió un perjuicio. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 

 



Amparo directo 32/2013. Humberto Daniel Baleón Ramírez. 20 de marzo de 2014. Unanimidad de 

votos. Ponente: Ramiro Rodríguez Pérez. Secretario: Ramón Lozano Bernal. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 4 de julio de 2014 a las 8:05 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS. 

CARACTERÍSTICAS DE LOS DOS DIFERENTES TIPOS DE JUICIOS DE PROPORCIONALIDAD Y 

RAZONABILIDAD QUE DEBEN REALIZARSE PARA ESTIMAR CORRECTAMENTE INDIVIDUALIZADA 

UNA SANCIÓN IMPUESTA EN TÉRMINOS DE LA LEY RELATIVA. 

 

Los artículos 49 y 59 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y 

Municipios de dicha entidad señalan, respectivamente, cuáles son las sanciones por responsabilidad 

administrativa disciplinaria y el procedimiento para su imposición. Así, el sistema completo de 

responsabilidades contenido en dicha ley prevé, según las características de cada caso, las sanciones 

siguientes: I. Amonestación; II. Suspensión; III. Destitución; IV. Sanción económica; V. Inhabilitación 

temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público; y, VI. Arresto hasta 

por treinta y seis horas. Es decir, siempre que se pruebe que una conducta actualiza alguna 

infracción administrativa, la autoridad disciplinaria, tras comprobarla plenamente, deberá primero, 

individualizar cuál de las seis modalidades de sanciones previstas por el sistema normativo completo 

será aplicable a los hechos, lo que tendrá que hacer de forma proporcional y razonable; 

posteriormente, dada la naturaleza de las sanciones (excepto la amonestación y la destitución que 

se concretan en un solo momento) deberá establecer su duración (ya sea de suspensión, 

inhabilitación o arresto), o a cuánto ascenderá la obligación de pago (por conceptos resarcitorios, 

indemnizatorios o simplemente sancionadores, según proceda); aspectos que implican que, tras la 

individualización de la sanción, se pasará a la del tiempo de duración de ésta, o bien, del quántum, 

si fuere económica. Esto demuestra que, para efectos de estimar correctamente individualizada una 

sanción impuesta en términos de la ley referida (excepto amonestación y destitución), siempre 

deberán existir dos diferentes tipos de juicios de proporcionalidad y razonabilidad. 

Consecuentemente, si la autoridad sancionadora no realiza ese doble juicio o escrutinio de 

proporcionalidad, ello es suficiente para estimar que la resolución sancionadora es contraria, no 

sólo a la lógica del propio sistema de sanciones, sino también a las técnicas garantistas del derecho 

administrativo sancionador y a la propia Constitución, por lo cual, la Sala del Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Estado de México que advierta la inobservancia de los criterios 



indicados, debe anular todos los actos en que se hayan inaplicado o utilizado inexactamente, de 

conformidad con la jurisprudencia P./J. 99/2006, publicada en el Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, agosto de 2006, página 1565, de rubro: "DERECHO 

ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. PARA LA CONSTRUCCIÓN DE SUS PROPIOS PRINCIPIOS 

CONSTITUCIONALES ES VÁLIDO ACUDIR DE MANERA PRUDENTE A LAS TÉCNICAS GARANTISTAS DEL 

DERECHO PENAL, EN TANTO AMBOS SON MANIFESTACIONES DE LA POTESTAD PUNITIVA DEL 

ESTADO." 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 676/2011. Carlos Mateo Oronoz Santana. 31 de mayo de 2012. Mayoría de votos. 

Disidente y Ponente: Salvador González Baltierra. Secretario: Errol Obed Ordóñez Camacho. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2014 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS. 

CARACTERÍSTICAS DE LOS DOS DIFERENTES TIPOS DE JUICIOS DE PROPORCIONALIDAD Y 

RAZONABILIDAD QUE DEBEN REALIZARSE PARA ESTIMAR CORRECTAMENTE INDIVIDUALIZADA 

UNA SANCIÓN IMPUESTA EN TÉRMINOS DE LA LEY RELATIVA. 

 

Los artículos 49 y 59 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y 

Municipios de dicha entidad señalan, respectivamente, cuáles son las sanciones por responsabilidad 

administrativa disciplinaria y el procedimiento para su imposición. Así, el sistema completo de 

responsabilidades contenido en dicha ley prevé, según las características de cada caso, las sanciones 

siguientes: I. Amonestación; II. Suspensión; III. Destitución; IV. Sanción económica; V. Inhabilitación 

temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público; y, VI. Arresto hasta 

por treinta y seis horas. Es decir, siempre que se pruebe que una conducta actualiza alguna 

infracción administrativa, la autoridad disciplinaria, tras comprobarla plenamente, deberá primero, 

individualizar cuál de las seis modalidades de sanciones previstas por el sistema normativo completo 

será aplicable a los hechos, lo que tendrá que hacer de forma proporcional y razonable; 

posteriormente, dada la naturaleza de las sanciones (excepto la amonestación y la destitución que 

se concretan en un solo momento) deberá establecer su duración (ya sea de suspensión, 

inhabilitación o arresto), o a cuánto ascenderá la obligación de pago (por conceptos resarcitorios, 

indemnizatorios o simplemente sancionadores, según proceda); aspectos que implican que, tras la 

individualización de la sanción, se pasará a la del tiempo de duración de ésta, o bien, del quántum, 

si fuere económica. Esto demuestra que, para efectos de estimar correctamente individualizada una 

sanción impuesta en términos de la ley referida (excepto amonestación y destitución), siempre 

deberán existir dos diferentes tipos de juicios de proporcionalidad y razonabilidad. 

Consecuentemente, si la autoridad sancionadora no realiza ese doble juicio o escrutinio de 

proporcionalidad, ello es suficiente para estimar que la resolución sancionadora es contraria, no 

sólo a la lógica del propio sistema de sanciones, sino también a las técnicas garantistas del derecho 

administrativo sancionador y a la propia Constitución, por lo cual, la Sala del Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Estado de México que advierta la inobservancia de los criterios 



indicados, debe anular todos los actos en que se hayan inaplicado o utilizado inexactamente, de 

conformidad con la jurisprudencia P./J. 99/2006, publicada en el Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, agosto de 2006, página 1565, de rubro: "DERECHO 

ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. PARA LA CONSTRUCCIÓN DE SUS PROPIOS PRINCIPIOS 

CONSTITUCIONALES ES VÁLIDO ACUDIR DE MANERA PRUDENTE A LAS TÉCNICAS GARANTISTAS DEL 

DERECHO PENAL, EN TANTO AMBOS SON MANIFESTACIONES DE LA POTESTAD PUNITIVA DEL 

ESTADO." 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 676/2011. Carlos Mateo Oronoz Santana. 31 de mayo de 2012. Mayoría de votos. 

Disidente y Ponente: Salvador González Baltierra. Secretario: Errol Obed Ordóñez Camacho. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2014 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 

  



Época: Décima Época  

Registro: 2005002  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  

Libro XXVI, Noviembre de 2013, Tomo 2  

Materia(s): Común  

Tesis: XVIII.4o.13 A (10a.)  

Página: 1504  

 

SUSPENSIÓN EN EL AMPARO. NO PROCEDE CONCEDERLA CONTRA LA ORDEN DE SUSPENDER 

PROVISIONALMENTE DEL CARGO A UN SERVIDOR PÚBLICO SUJETO A UN PROCEDIMIENTO DE 

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA, PERO SÍ PARA EL EFECTO DE QUE SE LE SIGAN PAGANDO 

LAS PERCEPCIONES A QUE TIENE DERECHO, SI NO SE ACREDITA QUE LA FALTA COMETIDA 

AMERITARÁ SU DESTITUCIÓN. 

 

En la tesis aislada 2a. XVII/2004, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIX, abril de 

2004, página 529, de rubro: "RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. SUSPENSIÓN EN EL JUICIO 

DE AMPARO. SÓLO PROCEDE CONTRA LA SUSPENSIÓN DE SERVIDORES PÚBLICOS DECRETADA 

COMO MEDIDA PREVENTIVA DURANTE LA SUSTANCIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

DE RESPONSABILIDADES, POR CAUSA NO GRAVE.", se determinó que en la suspensión de un 

servidor público decretada como medida preventiva durante la sustanciación del procedimiento 

administrativo de responsabilidades, debe ponderarse la naturaleza de la falta atribuida, su 

gravedad y trascendencia, de manera que si la conducta materia de investigación no conlleva la 

destitución, es posible otorgarle la suspensión de dicho acto reclamado. De esa manera, si no se 

acredita que la falta cometida ameritará la destitución del servidor público, no procede conceder la 

medida cautelar contra la orden de suspenderlo provisionalmente del cargo, para efecto de que siga 

desempeñándolo, ya que la sociedad se encuentra interesada en que el procedimiento respectivo 

se realice eficazmente, los hechos no se vean alterados y se evite cualquier obstáculo en la 

investigación de la conducta. En cambio, sí procede decretarla para que se le sigan pagando las 

percepciones a que tiene derecho, ya que, en tanto la autoridad dicte la resolución en el 

procedimiento respectivo, el quejoso dejaría de percibir los emolumentos a que tiene derecho, lo 

cual merma su estabilidad económica y emocional, pues posiblemente al ser el sustento de su 

familia deja de proporcionarles alimentos, esto es, se impediría recibir la protección necesaria para 

su subsistencia, en contravención a las disposiciones legales de orden público que la han establecido 

y se afectaría el interés social. 



 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO OCTAVO CIRCUITO. 

 

Incidente de suspensión (revisión) 50/2013. Subdirectora de Control, Agente del Ministerio Público 

adscrita y Visitador General, todos de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Morelos. 22 

de marzo de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Hernández García. Secretario: Gerardo 

Vázquez Morales. 
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RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. CONDICIONES DE 

APLICACIÓN DEL SISTEMA CONSTITUCIONAL RELATIVO (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 73, 

FRACCIÓN XXIX-H, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS). 

 

Acorde con los artículos 109, párrafo primero y fracción III, y 113, párrafo primero, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados 

tienen un poder de carácter legislativo para reglamentar el sistema de responsabilidades 

administrativas de los servidores públicos con base en dos premisas fundamentales: 1) la ley o leyes 

que se emitan deberán regular las obligaciones de los funcionarios federales y estatales para que 

éstos actúen conforme a los deberes propios de su función y acaten los principios de legalidad, 

honradez, imparcialidad y eficiencia, mandatos de optimización que debe cumplir, invariablemente, 

cualquier servidor público en el desempeño de su cargo, empleo o comisión y que sirven como 

garantías orgánicas y parámetros de revisión de la regularidad constitucional y legal; y 2) se exige 

que la propia normativa contemple ciertos mecanismos para la protección y el respeto de los 

derechos de los servidores públicos cuando estén sujetos a un procedimiento de responsabilidad 

administrativa. Por ende, el sistema constitucional de responsabilidades administrativas busca el 

adecuado ejercicio de la función pública, pero también el respeto y la protección tanto de los 

derechos de los gobernados como de los propios servidores del Estado. En ese sentido, el artículo 

73, fracción XXIX-H, de la Constitución General de la República, tras su reforma publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 4 de diciembre de 2006, complementó los aducidos preceptos 

fundamentales y estableció el poder del Congreso de la Unión para emitir leyes que constituyan 

tribunales de lo contencioso-administrativo que, con autonomía plena para dictar sus fallos, serán 

los encargados de dirimir las controversias entre los particulares y la Administración Pública Federal, 

así como de imponer las sanciones a los servidores públicos derivadas de los procedimientos de 

responsabilidad administrativa. Dicho de otra manera, la citada norma constitucional al regular el 

poder del legislador para crear tribunales de lo contencioso-administrativo, añade como contenido 

expreso que la competencia para sancionar a los servidores públicos de la Administración Pública 

Federal por responsabilidad administrativa deberá asignarse a un órgano materialmente 



jurisdiccional. No obstante, el artículo segundo transitorio del indicado decreto de reforma dispuso 

que en tanto no se modificara la legislación que regula la materia de responsabilidades 

administrativas de los servidores públicos federales, en la que el contralor interno o el titular del 

área de responsabilidades es la autoridad encargada de tramitar, resolver y aplicar las sanciones 

correspondientes, ésta continuaría rigiéndose por las disposiciones legales vigentes al momento de 

su aplicación. Lo que quiere decir que si bien el mencionado artículo 73, fracción XXIX-H, establece 

un poder legislativo que complementa a los artículos 109 y 113 constitucionales, no puede 

concebírsele como uno de ejercicio obligatorio ni está sujeto a un tiempo determinado. En suma, se 

concluye que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece de manera general 

el sistema de responsabilidad administrativa de los servidores públicos, otorgando el poder al 

Congreso de la Unión y a las Legislaturas locales para dictar leyes que regulen las obligaciones de 

los servidores públicos, sanciones y procedimientos, y autoridades que los integren, tramiten y 

resuelvan, tendiendo en todo momento al cumplimiento de los principios de legalidad, honradez, 

lealtad, imparcialidad y eficiencia en el desempeño de la función pública. Lo anterior, con la salvedad 

de que uno de los contenidos normativos que directamente prevé la Constitución para ejercer dicha 

potestad legislativa, referente a que la competencia para aplicar las sanciones tendrá que ser 

asignada a un tribunal de lo contencioso-administrativo y no a una autoridad que formal y 

materialmente pertenezca a la Administración Pública Federal, está condicionado desde el propio 

Texto Fundamental a que el legislador modifique la normativa secundaria. 

 

Amparo directo en revisión 462/2013. Víctor Javier Félix Beltrán. 3 de abril de 2013. Cinco votos. 

Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 
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RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. CONDICIONES DE 

APLICACIÓN DEL SISTEMA CONSTITUCIONAL RELATIVO (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 73, 

FRACCIÓN XXIX-H, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS). 

 

Acorde con los artículos 109, párrafo primero y fracción III, y 113, párrafo primero, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados 

tienen un poder de carácter legislativo para reglamentar el sistema de responsabilidades 

administrativas de los servidores públicos con base en dos premisas fundamentales: 1) la ley o leyes 

que se emitan deberán regular las obligaciones de los funcionarios federales y estatales para que 

éstos actúen conforme a los deberes propios de su función y acaten los principios de legalidad, 

honradez, imparcialidad y eficiencia, mandatos de optimización que debe cumplir, invariablemente, 

cualquier servidor público en el desempeño de su cargo, empleo o comisión y que sirven como 

garantías orgánicas y parámetros de revisión de la regularidad constitucional y legal; y 2) se exige 

que la propia normativa contemple ciertos mecanismos para la protección y el respeto de los 

derechos de los servidores públicos cuando estén sujetos a un procedimiento de responsabilidad 

administrativa. Por ende, el sistema constitucional de responsabilidades administrativas busca el 

adecuado ejercicio de la función pública, pero también el respeto y la protección tanto de los 

derechos de los gobernados como de los propios servidores del Estado. En ese sentido, el artículo 

73, fracción XXIX-H, de la Constitución General de la República, tras su reforma publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 4 de diciembre de 2006, complementó los aducidos preceptos 

fundamentales y estableció el poder del Congreso de la Unión para emitir leyes que constituyan 

tribunales de lo contencioso-administrativo que, con autonomía plena para dictar sus fallos, serán 

los encargados de dirimir las controversias entre los particulares y la Administración Pública Federal, 

así como de imponer las sanciones a los servidores públicos derivadas de los procedimientos de 

responsabilidad administrativa. Dicho de otra manera, la citada norma constitucional al regular el 

poder del legislador para crear tribunales de lo contencioso-administrativo, añade como contenido 

expreso que la competencia para sancionar a los servidores públicos de la Administración Pública 

Federal por responsabilidad administrativa deberá asignarse a un órgano materialmente 



jurisdiccional. No obstante, el artículo segundo transitorio del indicado decreto de reforma dispuso 

que en tanto no se modificara la legislación que regula la materia de responsabilidades 

administrativas de los servidores públicos federales, en la que el contralor interno o el titular del 

área de responsabilidades es la autoridad encargada de tramitar, resolver y aplicar las sanciones 

correspondientes, ésta continuaría rigiéndose por las disposiciones legales vigentes al momento de 

su aplicación. Lo que quiere decir que si bien el mencionado artículo 73, fracción XXIX-H, establece 

un poder legislativo que complementa a los artículos 109 y 113 constitucionales, no puede 

concebírsele como uno de ejercicio obligatorio ni está sujeto a un tiempo determinado. En suma, se 

concluye que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece de manera general 

el sistema de responsabilidad administrativa de los servidores públicos, otorgando el poder al 

Congreso de la Unión y a las Legislaturas locales para dictar leyes que regulen las obligaciones de 

los servidores públicos, sanciones y procedimientos, y autoridades que los integren, tramiten y 

resuelvan, tendiendo en todo momento al cumplimiento de los principios de legalidad, honradez, 

lealtad, imparcialidad y eficiencia en el desempeño de la función pública. Lo anterior, con la salvedad 

de que uno de los contenidos normativos que directamente prevé la Constitución para ejercer dicha 

potestad legislativa, referente a que la competencia para aplicar las sanciones tendrá que ser 

asignada a un tribunal de lo contencioso-administrativo y no a una autoridad que formal y 

materialmente pertenezca a la Administración Pública Federal, está condicionado desde el propio 

Texto Fundamental a que el legislador modifique la normativa secundaria. 

 

Amparo directo en revisión 462/2013. Víctor Javier Félix Beltrán. 3 de abril de 2013. Cinco votos. 

Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 
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RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. BASTA QUE EL 

SERVIDOR PÚBLICO ASUMA UNA OBLIGACIÓN EN UN ACTO JURÍDICO CONCRETO QUE SE HAYA 

HECHO DE SU CONOCIMIENTO PARA SANCIONAR SU INCUMPLIMIENTO, POR TRATARSE DE UNA 

NORMA JURÍDICA INDIVIDUALIZADA. 

 

Si se toma en cuenta que el derecho es un sistema compuesto, entre otros elementos, por normas 

jurídicas vinculantes que adquiere coherencia y validez siempre que a partir de una norma 

fundamental se desprendan una serie de normas que, perdiendo generalidad, ganan en concreción, 

es claro que la ley, en cuanto norma jurídica general y abstracta, sólo adquiere aplicación y sentido 

cuando es individualizada mediante una norma particular que concretiza sus efectos en un sujeto 

determinado como puede ser un negocio jurídico como un contrato, un acto autoritario 

administrativo como una concesión, o bien, un acto jurisdiccional como una sentencia. Sobre esa 

base, cuando exista una norma jurídica individualizada que vincule a una persona determinada por 

concretar en ella sus efectos, es claro que se convierte en un centro de imputación jurídica sujeto 

de derechos y obligaciones derivados, precisamente, de esa norma individualizada que encuentra 

fundamento en el propio sistema jurídico y, por tanto, su cumplimiento le es exigible y su 

inobservancia sancionable. Así, cuando un servidor público incumpla alguno de los deberes u 

obligaciones asumidos en un acto administrativo, es claro que podrá ser sujeto de responsabilidad 

por violar una norma jurídica individualizada. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Revisión fiscal 426/2012. Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de la Función 

Pública. 20 de septiembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Ronzon Sevilla. 

Secretaria: Jazmín Bonilla García.  
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RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 34 DE LA 

LEY FEDERAL RELATIVA, AL DISPONER QUE LA PRESCRIPCIÓN SE INTERRUMPIRÁ AL INICIARSE LOS 

PROCEDIMIENTOS PREVISTOS EN EL PROPIO ORDENAMIENTO, SE REFIERE AL ESTABLECIDO EN SU 

ARTÍCULO 21 Y NO A LA INVESTIGACIÓN A QUE ALUDE SU DIVERSO PRECEPTO 20. 

 

El último párrafo del artículo 34 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 

Servidores Públicos dispone que la prescripción se interrumpirá al iniciarse los procedimientos 

previstos en la ley, sin precisar a cuáles de ellos se refiere. Por otro lado, el capítulo II del título 

segundo del mismo ordenamiento, denominado: "Quejas o denuncias, sanciones administrativas y 

procedimientos para aplicarlas", establece en su artículo 20 que la Secretaría de la Función Pública, 

el contralor interno o los titulares de las áreas de auditoría, quejas y responsabilidades llevarán a 

cabo investigaciones debidamente motivadas o auditorías respecto de las conductas de los 

servidores públicos que puedan constituir responsabilidades administrativas, para lo cual se deberá 

proporcionar la información y documentación requerida. En este contexto, las investigaciones a que 

hace referencia el aludido artículo no son propiamente un procedimiento, pues se limitan a indagar 

sobre la conducta de los servidores públicos, sin darles intervención, a menos de que sea para 

proporcionar la información y documentación que se les requiera, a diferencia del procedimiento 

que se establece en el diverso artículo 21, el cual se inicia con la citación del presunto responsable 

a la audiencia. Por ello, ante la falta de claridad en relación con los procedimientos a los que hace 

referencia el primero de los preceptos citados, se concluye que no es a la investigación llevada a 

cabo al margen del presunto responsable prevista en el citado artículo 20, sino al procedimiento en 

el que éste tiene intervención, contenido en el señalado precepto 21, pues una interpretación en 

un sentido diverso afectaría la garantía de seguridad jurídica en detrimento del servidor público, ya 

que la autoridad podría iniciar la investigación en el último momento antes de que prescribieran sus 

facultades y prolongarla indefinidamente, infringiendo el principio de legalidad a que debe sujetarse 

la actuación de toda autoridad, en tanto permitiría un manejo arbitrario y privaría al servidor público 

de la certidumbre que deriva de la posibilidad de sujetarlo a procedimiento de responsabilidad sólo 

dentro de un lapso determinado. 



 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Revisión fiscal 594/2012. Director General Adjunto Jurídico Contencioso, en suplencia por ausencia 

del titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de la Función Pública, encargado de la 

defensa jurídica de la Dirección Adjunta de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría 

Interna de dicha dependencia. 20 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio 

González-Loyola Pérez. Secretario: José Pablo Sáyago Vargas. 
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RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA FRACCIÓN XXIV DEL 

ARTÍCULO 8 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, AL SER UNA NORMA DE REMISIÓN TÁCITA, NO VIOLA 

LA GARANTÍA DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA PENAL. 

 

Al señalar la citada fracción que los servidores públicos tendrán la obligación de "Abstenerse de 

cualquier acto u omisión que implique incumplimiento de cualquier disposición legal, reglamentaria 

o administrativa relacionada con el servicio público" no viola la garantía de exacta aplicación de la 

ley en materia penal contenida en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, pues con la inclusión del término "incumplimiento de cualquier disposición legal" como 

elemento normativo de dicho tipo sancionatorio, se alude a una conducta que se realiza en forma 

contraria a las normas que regulan el servicio encomendado y que impiden el correcto ejercicio de 

la administración pública y, por tanto, no hay subjetividad para calificar si la conducta es indebida o 

no, pues para determinar si se actualiza tal hipótesis normativa es menester recurrir a la legislación 

federal, reglamento, decreto, circular o norma de carácter general que regule el cúmulo de 

obligaciones o atribuciones inherentes al cargo. Esto es, lejos de ser una "norma en blanco" -

supuestos hipotéticos que necesitan de la declaratoria de otra ley para tener como ilícita la conducta 

citada en el dispositivo legal, toda vez que el supuesto de hecho no aparece descrito en su totalidad-

, la mencionada hipótesis es una norma de "remisión tácita", en virtud de que al aludir a las 

atribuciones y facultades del servidor público, implica que tenga que acudirse a las leyes que rigen 

su actuación, sin que sea necesario que, como acontece en el derecho penal, las obligaciones de los 

servidores públicos se encuentren contenidas en leyes formales y materiales para que sirvan de 

base para determinar una causa de responsabilidad administrativa, en atención a que la Ley Federal 

de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos establece las obligaciones de éstos 

para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben observar en 

el desempeño de su empleo, cargo o comisión, y cuyo incumplimiento da lugar al procedimiento y 

a las sanciones que correspondan. Por tanto, la mencionada fracción cumple con los elementos 

básicos de la conducta antijurídica y describe de manera clara, precisa y exacta, cuál es la acción u 

omisión sancionable -la inobservancia del cúmulo de obligaciones que rigen al servicio público y que 



conoce el funcionario desde que toma protesta en el cargo-, por lo que sí se describe la conducta 

sancionatoria, dado que se proporcionan las bases jurídicas sustanciales y formales sobre las que 

descansa la falta administrativa, de manera que no hay menoscabo al principio de exacta aplicación 

de la ley. 

 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Revisión fiscal 197/2012. Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de la Función 

Pública, encargado de la defensa jurídica, en representación del Secretario de la Función Pública y 

del titular del Área de Responsabilidades del Órgano Interno de Control en la Secretaría de Salud. 

11 de julio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Irma Gómez 

Rodríguez. 
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RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. PARA QUE SE 

DETERMINE SI SE CAUSÓ UN DAÑO PATRIMONIAL AL ESTADO, ES NECESARIO QUE PREVIAMENTE 

SE DEMUESTRE EL HECHO ILÍCITO CON BASE EN EL INCUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES 

PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 8 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA. 

 

Los artículos 108, párrafo primero, 109, fracción III y 113 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, establecen la responsabilidad administrativa para los servidores públicos que 

falten a la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el desempeño de sus funciones, 

y prevén la aplicación de sanciones a quienes incurran en algún acto u omisión que tenga efectos 

en el ámbito interno de la administración pública, sin que necesariamente afecte la esfera jurídica 

de los particulares, pues en este último caso, la sanción administrativa será concomitante con la 

responsabilidad civil o penal. Así, al determinar la responsabilidad de los servidores públicos, la 

actuación de la autoridad que lo haga tendrá que ser el resultado de la ponderación objetiva de los 

elementos relativos a la especificidad de la conducta o abstención, la gravedad de la infracción, el 

monto del daño causado y demás circunstancias, para acotar su actuación y así permitir la fijación 

de una sanción acorde con la infracción cometida. Además, para que se considere debidamente 

fundada una resolución en la que se imponga a un servidor público una sanción de naturaleza 

administrativa, deberán citarse necesariamente los artículos de las leyes secundarias que hayan 

desarrollado de manera específica las pautas contenidas en el mencionado artículo 113, con 

independencia de que se señale también como fundamento el propio precepto constitucional. 

Consecuentemente, para que se determine si un servidor público causó un daño patrimonial al 

Estado, la autoridad sancionadora debe establecer los alcances, causas y efectos de las actividades 

sujetas a sanción -hacer y no hacer- (nexo causal), esto es, precisar, en primer lugar, qué norma o 

dispositivo, en específico, regula los límites de la función o actividad pública, para de ahí definir cuál 

es la acción u omisión y, por ende, que tal quehacer, activo o pasivo, sea un hecho ilícito, es decir, 

previamente debe demostrarse el hecho ilícito con base en el incumplimiento de las obligaciones 

previstas en el artículo 8 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 



Públicos. Lo anterior es así, porque pretender reclamar el pago del daño de manera aislada, resulta 

jurídicamente desafortunado, en tanto que, necesariamente es consecuencia del hecho ilícito. 

 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA PRIMERA REGIÓN, CON 

RESIDENCIA EN NAUCALPAN DE JUÁREZ, ESTADO DE MÉXICO. 

 

Revisión fiscal 86/2012. Director General de Responsabilidades de la Auditoría Superior de la 

Federación y otro. 4 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Alberto Zerpa Durán. 

Secretario: Roberto Carlos Hernández Suárez. 
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ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO. LA FACULTAD 

DISCRECIONAL PREVISTA EN EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 62 DE LA LEY RELATIVA PARA 

QUE LA SECRETARÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA SE ABSTENGA DE INICIAR LOS PROCEDIMIENTOS DE 

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, SÓLO OPERA CUANDO SE 

INFRINJAN DISPOSICIONES DE DICHA LEGISLACIÓN. 

 

El primer párrafo del citado precepto prevé que la Secretaría de la Función Pública aplicará las 

sanciones que procedan a quienes infrinjan las disposiciones previstas en esa legislación, de 

conformidad con la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, 

mientras que del segundo se obtiene una facultad discrecional de dicha dependencia, consistente 

en abstenerse de iniciar los procedimientos previstos en el ordenamiento citado en último lugar, en 

el supuesto de que las investigaciones o revisiones practicadas indiquen que el acto u omisión no es 

grave, o no implique la probable comisión de algún delito o perjuicio patrimonial a la dependencia 

o entidad o que el acto u omisión fue corregido o subsanado espontáneamente por el servidor 

público o implique error manifiesto y en cualquiera de estos supuestos, los efectos que, en su caso, 

hubieren producido, desaparecieron o se hayan resarcido. En ese contexto, la mencionada 

atribución sólo opera cuando se quebranten disposiciones de la Ley de Adquisiciones, 

Arrendamientos y Servicios del Sector Público, de manera que tratándose de infracciones a la Ley 

Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, no se surte la señalada 

hipótesis normativa. 

 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 624/2011. Edith Brunet González. 8 de febrero de 2012. Unanimidad de votos. 

Ponente: José Arturo González Vite, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera 



Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. 

Secretario: Juan Daniel Torres Arreola. 
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SERVIDORES PÚBLICOS. LA SANCIÓN DE INHABILITACIÓN DE UNO A DIEZ AÑOS, CONTENIDA EN 

EL ARTÍCULO 53, FRACCIÓN VI, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES 

DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, REQUIERE LA EXISTENCIA DE UN LUCRO, DAÑO O PERJUICIO 

CUANTIFICABLE EN CANTIDAD LÍQUIDA, SIN IMPORTAR LA GRAVEDAD DE LA CONDUCTA 

ATRIBUIDA. 

 

El precepto legal invocado dispone que la inhabilitación de uno a diez años procederá cuando el 

acto u omisión que hubiese generado la responsabilidad del servidor público implique lucro o cause 

daños y perjuicios, y éstos no excedan de doscientas veces el salario mínimo mensual vigente en el 

Distrito Federal; mientras que para la inhabilitación de diez a veinte años, es necesario que el lucro, 

daño o perjuicio, sea superior a la cantidad recién señalada, y que "Este último plazo de 

inhabilitación también será aplicable por conductas graves de los servidores públicos.", refiriéndose 

al supuesto de inhabilitación de diez a veinte años. Es decir, tratándose de conductas calificadas 

como graves, podrá inhabilitarse al servidor público entre diez y veinte años, sin importar si se haya 

obtenido un lucro o causado un daño, pero jamás podrá imponerse la sanción de uno a diez años, 

por la sola circunstancia de que la conducta revista el carácter de grave, pues se requiere además 

haber obtenido un lucro, o causado daño o perjuicio cuantificable en dinero. 

 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 2137/2003. Director General de Responsabilidades y Situación Patrimonial de 

la Secretaría de la Función Pública y Titular del Área de Responsabilidades del Órgano Interno de 

Control en la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 25 de junio de 2003. Unanimidad de votos. 

Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Carlos Alfredo Soto Morales. 

 



Nota: Por instrucciones del Tribunal Colegiado de Circuito, la tesis que aparece publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVIII, agosto de 2003, página 

1842; se publica nuevamente con la modificación que el propio tribunal ordena sobre la tesis 

originalmente enviada. 
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RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL ESTUDIO SOBRE SU 

EXISTENCIA NO IMPLICA VERIFICAR LA LEGALIDAD DEL NOMBRAMIENTO QUE LES FUE 

OTORGADO, PUES PARA QUE SEAN SANCIONADOS BASTA QUE SE DEMUESTRE, A TRAVÉS DEL 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO RESPECTIVO, QUE SU CONDUCTA ES CONTRARIA A LAS 

OBLIGACIONES Y PRINCIPIOS QUE LES IMPONEN LA LEGISLACIÓN EN LA MATERIA Y TODOS 

AQUELLOS ORDENAMIENTOS QUE NORMEN SU ACTUACIÓN. 

 

Para que un servidor público pueda ser sancionado por responsabilidad administrativa basta que se 

demuestre, a través del procedimiento administrativo respectivo, que su conducta es contraria a las 

obligaciones y principios que le imponen la legislación de la materia y todos aquellos ordenamientos 

que normen su actuación, sin que el estudio sobre la existencia de tal desempeño irregular implique 

verificar la legalidad del nombramiento que le fue otorgado, pues lo cierto es que durante el tiempo 

en que desarrolló las actividades relativas a su cargo lo hizo al amparo del mencionado documento 

y ello le obligaba a acatar los lineamientos que rigen las actividades propias del empleo conferido. 

Considerar lo contrario implicaría que las personas que faltaren a su obligación de respetar la ley al 

desarrollar una actividad pública, argumentaran que su nombramiento carece de determinados 

requisitos legales para evadir su responsabilidad, lo que se traduciría en la imposibilidad de 

sancionar las prácticas contrarias a los principios constitucionales que rigen el servicio público. 

 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 42/2010. Hugo Armando Rosas Medina. 21 de abril de 2010. Unanimidad de 

votos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Irma Gómez Rodríguez. 
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SERVIDORES PÚBLICOS. LA CIRCUNSTANCIA DE QUE SUS ATRIBUCIONES Y OBLIGACIONES NO 

ESTÉN EXPRESAMENTE CONTEMPLADAS EN UNA NORMA GENERAL, ES INSUFICIENTE PARA 

EXIMIRLOS DE RESPONSABILIDAD. 

 

El artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que las leyes de 

responsabilidades de los servidores públicos tienen por objeto salvaguardar los principios de 

legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el desempeño de las funciones, empleos, 

cargos y comisiones de los empleados del gobierno; principios que están cargados de un alto valor 

moral, al que aspiran los empleados del gobierno y entes del Estado. Por su parte, el artículo 47, 

fracción I, de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos (de igual redacción al 

diverso numeral 8o., fracción I, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 

Servidores Públicos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el trece de marzo de dos mil dos), 

dispone como obligación a los empleados del gobierno cumplir con la máxima diligencia el servicio 

que les sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o 

deficiencia de dicho servicio o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión; 

así, la circunstancia que el servicio encomendado, entendido como el cúmulo de obligaciones o 

atribuciones inherentes al cargo, no se encuentre detallado en forma de catálogo en alguna ley, 

reglamento, decreto, circular o norma de carácter general, es insuficiente para eximirlos de 

responsabilidad, pues resulta materialmente imposible emitir una norma general por cada rango, 

nivel o escalafón que exista en los tres poderes del gobierno. Por tanto, ante la inexistencia de una 

disposición normativa que especifique cuáles son las atribuciones de un servidor público, la 

autoridad administrativa y, en su caso, la jurisdiccional, deberá valorar los elementos de prueba 

allegados al asunto, para así concluir si determinada conducta o actuación se encuentra dentro de 

las facultades encomendadas al servidor público investigado o sancionado, fundando y motivando 

su determinación. 

 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 



 

Revisión fiscal 3027/2003. Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Contraloría 

y Desarrollo Administrativo, hoy de la Función Pública, encargada de la defensa jurídica. 21 de enero 

de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Carlos Alfredo Soto 

Morales. 

 

Revisión fiscal 1947/2004. Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Contraloría 

y Desarrollo Administrativo, hoy de la Función Pública. 11 de agosto de 2004. Unanimidad de votos. 

Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Amelia Vega Carrillo. 

 

Revisión fiscal 210/2009. Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de la Función 

Pública, encargada de la defensa jurídica del Órgano Interno de Control en Pemex Exploración y 

Producción. 5 de agosto de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: María Alejandra Hernández 

Jiménez, secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la 

Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada. Secretario: Gustavo Naranjo 

Espinosa. 

 

Amparo directo 282/2009. José Armando González Gama. 6 de octubre de 2009. Unanimidad de 

votos. Ponente: María del Carmen Alejandra Hernández Jiménez, secretaria de tribunal autorizada 

por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las 

funciones de Magistrada. Secretaria: Elizabeth Arrañaga Pichardo.  

 

Revisión fiscal 502/2009. Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de la Función 

Pública, encargada de la defensa jurídica de la resolución emitida por el titular del Área de 

Responsabilidades del Órgano Interno de Control en la Policía Federal Preventiva. 2 de diciembre 

de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Adela Domínguez Salazar. Secretario: Víctor Manuel 

Máttar Oliva. 
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RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL PLAZO DE CINCO 

AÑOS PARA LA PRESCRIPCIÓN DE LAS FACULTADES SANCIONADORAS DE LA AUTORIDAD, 

PREVISTO EN EL ARTÍCULO 34, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA SE ACTUALIZA 

AUN CUANDO, AL DETERMINARSE LA COMISIÓN DE UNA INFRACCIÓN GRAVE, TAMBIÉN SE HAYA 

RESUELTO LA DE OTRAS QUE NO LO SON. 

 

El artículo 34, segundo párrafo, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 

Servidores Públicos, prevé que tratándose de infracciones graves, el plazo de prescripción de las 

facultades de las autoridades para imponer sanciones será de cinco años, a diferencia del de tres 

años contenido en su primer acápite. Por otro lado, el artículo 13, quinto párrafo, de la citada ley, 

determina cuáles son las obligaciones legalmente previstas que ante su incumplimiento originan 

una infracción grave. Por otro lado, el plazo de cinco años para la prescripción de las indicadas 

facultades sancionadoras se actualiza aun cuando, al determinarse la comisión de una infracción 

grave, también se haya resuelto la de otras que no lo son. Lo anterior es así, porque si la conducta 

atribuida al servidor público implicó una pluralidad de acciones (no graves), éstas se concretaron 

con el único propósito de realizar aquella considerada grave, generadora de la responsabilidad 

imputada. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 268/2008. José Luis Brahms Gómez. 15 de octubre de 2009. Unanimidad de 

votos. Ponente: Tomás Gómez Verónica. Secretario: Guillermo García Tapia. 
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RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA CONDUCTA ATRIBUIDA EN EL CITATORIO 

PARA LA AUDIENCIA DE LEY A QUE ALUDE LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 64 DE LA LEY FEDERAL 

RELATIVA, NO PUEDE SER MODIFICADA EN LA RESOLUCIÓN QUE PONGA FIN AL PROCEDIMIENTO 

ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO. 

 

La fracción I del artículo 64 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos prevé 

la garantía de audiencia, conforme a la cual todo gobernado tiene derecho frente a las autoridades 

administrativas y judiciales a que se le otorgue oportunidad de defensa por medio del ofrecimiento 

de pruebas y formulación de alegatos en los casos en que pueda verse afectada su esfera jurídica. 

Así, la autoridad en el procedimiento administrativo de responsabilidades debe salvaguardar las 

formalidades esenciales del procedimiento, permitiendo al incoado recabar y preparar las pruebas 

y alegatos necesarios para su defensa, con el fin de desvirtuar la actuación que al instruirse el citado 

procedimiento se le imputa. En esas condiciones, la conducta atribuida al servidor público en el 

citatorio para la audiencia de ley a que alude la señalada fracción I, no puede ser modificada en la 

resolución que ponga fin al procedimiento administrativo disciplinario, para sancionarlo por una 

diversa, porque al hacerlo se soslayarían las indicadas formalidades, en tanto que no se brindaría al 

particular la oportunidad de defensa, al no existir un vínculo entre el proceder atribuido al iniciar el 

procedimiento, que es el que lo motivó, y el reprochado en la determinación con que concluye, por 

lo que, en todo caso, al advertir elementos que impliquen una nueva responsabilidad a cargo del 

presunto responsable, la autoridad está facultada para ordenar la práctica de investigaciones y 

citarlo para otra audiencia, a efecto de juzgarlo con respecto a la nueva conducta irregular advertida, 

de conformidad con la fracción III del invocado precepto. 

 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 



Revisión contencioso administrativa 79/2009. Contralor Interno en la Delegación Cuauhtémoc del 

Distrito Federal. 6 de octubre de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. 

Secretario: Juan Daniel Torres Arreola. 
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RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL PRINCIPIO DE 

CONGRUENCIA EN EL DICTADO DE LA RESOLUCIÓN RESPECTIVA RIGE CON EL MISMO ALCANCE 

QUE EN EL DERECHO PENAL. 

 

La tesis VII/2008 sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 

rubro: "RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 21, 

FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA GARANTÍA DE AUDIENCIA", establece, en 

la parte conducente, que la naturaleza del procedimiento administrativo de responsabilidad, al que 

por ser parte del derecho administrativo sancionador y constituir una manifestación de la potestad 

sancionadora del Estado, le son aplicables los principios del derecho penal que este último ha 

desarrollado. Uno de esos principios es el de congruencia, que en materia de responsabilidad 

administrativa de los servidores públicos obliga a la autoridad responsable, al momento en que 

emite la resolución respectiva, a efectuar las consideraciones pertinentes que funden su actuar en 

forma armónica, es decir, congruente, de acuerdo con los hechos constitutivos de la infracción 

administrativa que haya tenido por probados, en relación con la sanción administrativa precisa a la 

que el servidor público se haya hecho merecedor, en estricto apego a los principios que rigen el 

derecho administrativo sancionador, referentes a la gravedad de la conducta y de la 

correspondiente sanción aplicable, pues cualquier desviación al respecto no puede estimarse un 

simple error intrascendente, como cuando la fracción del precepto legal invocado no guarda 

congruencia con la sanción impuesta, sino que ello tiene una relevancia innegable, ya que trasciende 

a la correcta fundamentación y motivación para imponer, según corresponda, la sanción a un 

servidor público, en virtud de que la aplicación de la ley en tratándose del derecho administrativo 

sancionador debe ser exacta y no imprecisa, con el mismo alcance que tiene en el derecho penal, 

de acuerdo con la responsabilidad por incumplimiento de obligaciones en la que haya incurrido el 

funcionario público de que se trate, en relación con la exacta sanción que le resulte aplicable, en 

estricto respeto al principio de congruencia que rige en esta materia. 

 



PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 242/2008. Gerardo Sánchez Martínez. 10 de septiembre de 2008. Unanimidad 

de votos. Ponente: Jorge Higuera Corona. Secretaria: María de Lourdes de la Cruz Mendoza. 

 

Nota: La tesis 2a. VII/2008 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, febrero de 2008, página 733. 

 

 

 


